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Señor 

JUEZ DEL CIRCUITO DE FLORENCIA 

Con Funciones de Juez de Tutela 

Florencia – Caquetá 

 

PROCESO ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA 

ACCIONANTE MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO 

ACCIONADO DEPARTAMENTO DEL  CAQUETÁ – SECRETARIA EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL  

ASUNTO VIOLACIÓN DERECHOS FUNDAMENTALES 

 

YEISON MAURICIO COY ARENAS, mayor de edad, identificado con la C.C. No. 

1.117.501.052 expedida en Florencia- Caquetá, abogado titulado y en ejercicio de la profesión, 

portador de la T.P. No. 1.117.501.052 del Consejo Superior de la Judicatura, con domicilio 

profesional en la Calle 16ª No. 6-100 Oficina 206 Edificio Normandía, Barrio Siete (7) de Agosto 

de la Ciudad de Florencia, Caquetá, abonado telefónico 3118479262 y Correo electrónico 

coyarenas@hotmail.com actuando en la calidad de apoderado judicial de la señora MARIA 

CRISTINA ORTIZ OVIEDO,  mayor de edad, identificada con la C.C. No. 39.620.956 de 

Fusagasugá, con abonado telefónico 3124842136 y correo electrónico mafacris15@hotmail.com 

de manera respetuosa acudo a su despacho a presentar ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE 

TUTELA  contra DEPARTAMENTO DELCAQUETÁ, Persona Jurídica de Derecho Público 

del orden Departamental, identificado con Nit. No. 800-091594-4, SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL CAQUETÁ, representado legalmente por el señor 

Gobernador ARNULFO GASCATRUJILLO y/o quien haga sus veces o este encargado de sus 

funciones, con domicilio principal en la Calle 15 Carrera 13 Esquina, Barrio El Centro de la Ciudad 

de Florencia, Caquetá, con Correo Institucional contactenos@caqueta.gov.co y correo para 

notificaciones judiciales conforme lo dispone el Decreto 806 de 2020 el Email. 

ofi_juridica@caqueta.gov.co por violación directa de las derechos fundamentales a la Vida en  

Condiciones Dignas, Igualdad, Trabajo, Salud, Seguridad social y todos los demás derechos que se 

muestren conculcados durante el trámite de la acción, para que se acceda a las pretensiones que 

adelante indicare, previa consideración de los siguientes: 

 

HECHOS 

 

1. Mediante Decreto No. 001473 del 07 de septiembre de 2015 emanado del Secretario de 

Educación Departamental del Caquetá, fue nombrada en provisionalidad la señora MARIA 

CRISTINA ORTIZ OVIEDO como DOCENTE de la Planta Global de Cargos en la 

Institución Educativa Rural EL DIVISO Sede AGUA LINDA del Municipio de La 

Montañita, tomando posesión del cargo y comenzando a laborar. 

 

2. Mediante Oficio No. CAQ2021EE015440 del 10 de mayo de 2021 la Secretaría de 

Educación departamental del Caquetá comunica a la señora MARIA CRISTINA ORTIZ 

OVIEDO el contenido del Decreto 000293 del 16 de abril de 2021 mediante el cual se da 

por terminado el nombramiento provisional, procediendo a su desvinculación. 

 

3. La señora MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO es un sujeto de especial protección al 

haber sido violentado en sus derechos, tal y como lo certifica el Registro Único De Victimas 

en oficio dirigido a la Personería del Municipio de Cartagena Del Chaira, en donde se 

reportan el siguiente hecho victimizante: 
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- Amenaza del 21 de junio de 2004 

- Desplazamiento Forzado del 26 de abril de 2004 

 

Como puede verse, MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO ha sido víctima del conflicto 

armado interno, lo que le otorga la categoría de persona de especial protección, dadas las 

evidentes condiciones de vulnerabilidad. 

 

4. Además, María Cristina Ortiz Oviedo, es sujeto de especial protección al padecer 

afecciones de salud, que ameritan una protección reforzada, pues de su historial clínico se 

extrae de manera clara que padece de Hipertrofia Concéntrica no Obstructiva Ventrículo 

Izquierdo, Insuficiencia Tricuspidea Leve, lo cual le impide una buena movilidad, quien 

mantiene en constantes tratamientos, exámenes y terapias, por lo que el hecho de 

desvincularlo laboralmente, afecta de manera directa su posibilidad de continuar con el 

tratamiento médico y por lo mismo se compromete la posibilidad de recuperación. 

 

DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

Con fundamento en los hechos expuestos y razones de derecho que más adelante citare, solicito al 

señor(a) Juez, que previo el reconocimiento de mi personería para actuar como apoderado de la parte 

accionante y cumplidos los trámites de la ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA, se sirva 

acceder a las siguientes o semejantes: 

 

 

 

PRETENSIONES 

 

1. Que se tutelen los derechos fundamentales de MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO a la 

Vida en Condiciones Dignas, Igualdad, Trabajo, Salud, Seguridad social y todos los demás 

derechos que se muestren conculcados durante el trámite de la presente acción. 

 

2. Se reconozca la señora MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO fuero laboral especial dado 

las condiciones especiales de Salud, Víctima de la Violencia y Desplazamiento. 

 

3. Se ordene al Departamento del Caquetá – Secretaria Departamental de Educación del 

Caquetá que de manera inmediata proceda al REINTEGRO de la señora MARIA 

CRISTINA ORTIZ OVIEDO en un cargo de igual o mejor rango al que venía 

desempeñando. 

 

4. Se ordene al Departamento del Caquetá – Secretaria Departamental de Educación del 

Caquetá pagar a MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO los salarios, prestaciones sociales 

y aportes a Seguridad Social desde el momento de su desvinculación y hasta que el reintegro 

se materialice. 

 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 

Condiciones de Salud: 

 

El soporte jurídico de la especial protección laboral reforzada por afecciones de salud se encuentra 

dada en los principios que sustentan el Estado Social de Derecho en nuestro sistema, a saber: 

igualdad material, protección al trabajo y solidaridad social, consagrados en los artículos 1, 13, 47, 
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53 y 54 de la Constitución Política. “Estos mandatos de optimización resaltan la obligación 

constitucional del Estado de adoptar medidas de protección y garantía en favor de grupos 

vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta1” 

 

La Honorable Corte Constitucional en un análisis de la Estabilidad Laboral Reforzada, decidió 

ampliar el concepto al de “derecho fundamental a la estabilidad ocupacional reforzada” por ser una 

denominación más amplia y comprehensiva, así lo estableció en la Sentencia de Unificación SU-

049 de 2017: 

 

“Así, la referida garantía de la estabilidad ocupacional por motivos de salud, se predica de 

todo individuo que presente una afectación en la misma, situación particular que puede 

considerarse como una circunstancia que genera debilidad manifiesta y, en consecuencia, 

la persona puede verse discriminada por ese solo hecho.  Lo anterior, con independencia de 

la vinculación o de la relación laboral que la preceda.  En efecto, el fuero de salud genera 

el beneficio de que la persona que presta el servicio pueda permanecer en el empleo y, de 

esta manera, obtiene el correspondiente sustento que requiere2”. 

 

En el caso específico del accionante se procedió a su desvinculación bajo la figura de la 

insubsistencia, sin acudir la accionada a solicitar autorización del Ministerio del Trabajo para tomar 

dicha terminación, actuación que de suyo, torna abiertamente ineficaz el procedo de desvinculación 

y por lo mismo, amerita la intervención del juez constitucional en busca de materializar los 

derechos de una persona en condiciones especiales de vulnerabilidad, que le generan un estado de 

debilidad manifiesta, que atenta contra los derechos no solo de la accionante, sino de todo su 

entorno familiar, al privarlos de derechos a la seguridad social y a acceder a los tratamientos 

médicos acordes con las patologías presentadas. 

 

En otras palabras, con la arbitraria e inconsulta decisión de desvinculación a través de la 

insubsistencia sin verificar las condiciones especiales de la accionante, se atenta de manera directa 

contra el derecho a la estabilidad laboral reforzada o el principio de derecho fundamental a la 

estabilidad ocupacional, así como también, se genera una obstrucción e interrupción abrupta del 

tratamiento recibido por la accionante por la patología presentada, atentando de manera directa 

contra las posibilidades de recuperación, e infiriendo  consecuencialmente de manera negativa en 

las posibilidades de recuperación. 

O, dicho de otra forma, el Departamento del Caquetá – Secretaría de Educación Departamental 

ignoró la situación de debilidad manifiesta de la accionante al declarar su insubsistencia de la 

manera que lo efectúo, pues coloco la accionante en situación de perder el derecho a la atención 

medica que requiere. 

 

Frente a la posibilidad de activar la acción de tutela en procesos de desvinculación laboral de la 

que sea víctima una persona con afecciones de salud, la Honorable Corte Constitucional en 

Sentencia T-041 de 2019 estableció: “si bien el ordenamiento jurídico previó procedimientos 

judiciales especiales para ventilar pretensiones laborales, la Corte ha entendido que las reglas 

relativas a la procedencia de la acción tendrán que ser matizadas cuando se trata de personas en 

especial condición de vulnerabilidad o en circunstancias de debilidad manifiesta, como 

consecuencia, entre otros, de su estado de salud; por lo tanto, la tutela debe ser considerada como 

el mecanismo más adecuado para adoptar las acciones que permitan conjurar la afectación de los 

derechos en cuestión” y a reglón seguido expresó: 

 

                                                           
1 T-388 de 2020 
2 Ibídem.  
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“Ahora bien, con fundamento en la interpretación armónica de al menos cuatro preceptos 

constitucionales, la protección general a la estabilidad en el empleo se refuerza cuando el trabajador 

“es un sujeto susceptible de discriminación”, o cuando por sus condiciones particulares “puede 

sufrir grave detrimento de una desvinculación abusiva”.  

 

En primer lugar, del artículo 13 superior se extrae que el Estado debe promover las condiciones 

para que el mandato de igualdad sea real y efectivo, particularmente tratándose de aquellas personas 

que por razones económicas, físicas o mentales se encuentran en circunstancias de debilidad 

manifiesta, quienes merecen una especial protección “con el fin de contrarrestar los efectos 

negativos generados por su condición, y hacer posible su participación en las actividades de la 

sociedad”.  

 

Por su parte, los artículos 47 y 54 constitucionales establecen el deber de crear e implementar una 

política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y 

psíquicos; así como de ofrecer formación profesional y técnica a quienes lo requieran, y garantizar 

a las personas en situación de discapacidad el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de 

salud; en cuarto lugar, el artículo 95 establece el deber de obrar conforme al principio de solidaridad 

ante eventos que supongan peligro para la salud física o mental de las personas.  

  

Así mismo, diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos que hacen parte del 

bloque de constitucionalidad, han consagrado esta garantía; verbigracia, la Convención 

Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con 

Discapacidad, el Convenio 159 de la Organización Internacional del Trabajo -OIT- sobre la 

readaptación profesional y el empleo de personas inválidas, y la Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad.  

 

Estas disposiciones se articulan para construir el derecho fundamental a la estabilidad laboral 

reforzada.  Sobre la base anterior, la Corte ha sostenido que este derecho “nace de la necesidad de 

garantizar a las personas en situación de debilidad manifiesta, el desarrollo integral dentro de una 

sociedad consolidada en un Estado Social de Derecho, que reconoce en igualdad de condiciones 

derechos y obligaciones”.  

 

En consonancia, en distintas decisiones se ha enfatizado en la importancia del trabajo en el proceso 

de integración social de los sujetos que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta por 

razones de salud, al erigirse como un instrumento a través del cual se garantiza el desarrollo del 

individuo, su productividad económica y el acceso a bienes y servicios indispensables para la 

subsistencia del trabajador y su núcleo familiar.  

 

Pero ¿quiénes pueden ser considerados como sujetos en circunstancias de debilidad manifiesta por 

motivos de salud? Al respecto, esta Corporación ha establecido que un trabajador que: “i) pueda 

catalogarse como persona con discapacidad, ii) con disminución física, síquica o sensorial en un 

grado relevante, y (iii) en general todas aquellos que (a) tengan una afectación grave en su salud; 

(b) esa circunstancia les ‘impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus labores en las 

condiciones regulares’, y (c) se tema que, en esas condiciones particulares, pueden ser 

discriminados por ese solo hecho,  está en circunstancias de debilidad manifiesta y, por tanto, tiene 

derecho a la ‘estabilidad laboral reforzada’.”   

 

En ese contexto, la estabilidad laboral reforzada es una garantía para que el trabajador en situación 

de discapacidad continúe ejerciendo labores y funciones acordes a su estado de salud, con iguales 
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o mejores beneficios laborales a los del empleo que ocupaba y recibiendo la capacitación requerida 

para realizar las nuevas actividades.   

 

Es necesario precisar que el concepto de discapacidad no debe confundirse con el de invalidez; 

ciertamente la elaboración de la noción de discapacidad ha conllevado un proceso lento y difícil, 

pues en cada momento de la historia, dependiendo de “los conocimientos científicos con los que 

se ha contado, los legisladores han regulado diversos aspectos de esta problemática. De allí que la 

terminología empleada en la materia haya cambiado con el paso del tiempo. De hecho, hoy por 

hoy, se trata de un concepto en permanente construcción y revisión.” 

 

(…) 

 

Con todo, el trabajador en condición de discapacidad o que tiene limitaciones físicas, psíquicas o 

sensoriales que le impiden o dificultan sustancialmente el desarrollo de sus funciones puede ser 

despedido cuando incurre en una causal objetiva para la terminación del contrato; no obstante, en 

garantía de la especial protección que le asiste a estos sujetos, el empleador tiene el deber ineludible 

de contar con la autorización previa del Inspector del trabajo para dar por culminado el vínculo 

laboral.  

 

Por el contrario, cuando el despido se hace sin previa autorización del inspector del trabajo, la 

jurisprudencia constitucional ha aplicado “la presunción de desvinculación laboral 

discriminatoria”, entendiéndose que la ruptura del vínculo laboral se fundó en el deterioro de salud 

del trabajador; evento en el cual le corresponde al empleador utilizar los medios probatorios a su 

alcance con el objetivo de desvirtuar dicha presunción.   

 

Al respecto en la sentencia T-320 de 2016 se dijo que: “en razón al estado de vulnerabilidad en que 

se encuentra un trabajador con alguna discapacidad física, sensorial o psíquica esta Corporación ha 

invertido la carga de la prueba de manera que sea el empleador quien deba demostrar que la 

terminación unilateral del contrato, tuvo como fundamento motivos distintos a la discriminación 

basada en la discapacidad del trabajador.”  

 

Víctima de la Violencia: 

 

“La ley 1448 de 2011, por medio de la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones, reguló entre 

otras cosas lo relacionado con la reparación a las víctimas en aras de reivindicar su dignidad y su 

plena ciudadanía; en atención al artículo 130 de esta misma ley que dispone como una de las 

obligaciones del Gobierno Nacional, por intermedio del Ministerio de la Protección Social (hoy 

Ministerio del Trabajo) y el SENA, el diseño de programas y proyectos especiales para la 

generación de empleo rural y urbano, con el propósito de apoyar el auto sostenimiento de las 

víctimas, como una de las medidas de la reparación. 

 

Para adelantar este mandato legal, el gobierno nacional expidió el decreto 4800 de 2011, y en su 

título IV que trata sobre las medidas de estabilización socioeconómica y cesación de la condición 

de vulnerabilidad manifiesta, le otorgó en los artículos 66 y 67 al Ministerio del Trabajo la 

competencia del diseño, coordinación y seguimiento de los programas y proyectos especiales para 

la generación de empleo rural y urbano; como también el de formular, adoptar, dirigir y evaluar la 

política de generación de empleo e incremento del nivel de empleabilidad de la población víctima 

del conflicto armado3”.  

                                                           
3 Ministerio del Trabajo 

mailto:coyarenas@hotmail.com


VARON ORTEGA ASOCIADOS S.A.S. –ABOGADOS- 
NIT. 900.997.309-03 

 
 

 
 Calle 16A NO. 6-100 Oficina 206 Edificio Normandía Barrio Siete de Agosto  

Celular: 3118479262 
 Email: coyarenas@hotmail.com –  

Página web: www.varonortegaasociados.com 
Florencia - caquetá 

 

No puede existir rehabilitación ni búsqueda de principios de reparación integral, cuando no se 

garantizan las condiciones mínimas de subsistencia a las personas afectadas por la violencia, 

entendiendo que encuadran dentro de estas condiciones mínimas, la posibilidad y derecho de tener 

un empleo digno, con una retribución justa, que le permita el cumplimiento de garantías y derechos 

constitucionales, lo que propia la posibilidad de rehabilitación. 

 

Admitir el despido y la declaratoria de insubsistencia de personas grave y fuertemente afectadas 

por la violencia y por lo mismo, víctima del conflicto, es lo mismo que naturalizar la re 

victimización, sometiendo a la víctima que de por sí ya carga un pesado dolor sobre sus hombros, 

a situaciones de estrés ante la imposibilidad de proveerse a sí mismo y para su núcleo familiar lo 

mínimo vital, tal y como lo es el alimento, el vestido, estudio, salud, recreación y de por si, las 

situaciones que por demás hacen más agradable la existencia y la vida. 

 

En tratándose de derechos de la mujer y la exposición a violación sistemática de derechos humanos, 

encontramos que la mujer ha sido el género más golpeado, quien ha sufrido el homicidio de 

familiares, compañeros y amigos, quien ha sido sometida violaciones y vejámenes sexuales y 

quienes han debido salir desplazadas de manera forzosa, lo que de suyo genera una deuda 

inconmensurable por parte del Estado, quien ha sido incapaz de garantizar los derechos 

fundamentales y las ha dejado a merced de la delincuencia, grupos armados irregulares y hasta de 

la misma institucionalidad. 

 

En estas condiciones, las mujeres que buscan la rehabilitación de sus derechos, propenden y 

trabajan día a día por el mejoramiento de las condiciones vida propias y de todo su entorno familiar, 

siendo el elemento indispensable y que tiene mayor injerencia en dicha posibilidad, el desempeño 

de un empleo como medio para obtener las condiciones mínimas de subsistencia. 

Bajo esta perspectiva, resulta lógico y porque no decirlo, obligatorio, dotar de beneficio como fuero 

laboral a las personas que sufren la violencia armada, pues no podemos caer en la re victimización, 

conduciendo a estas personas a un abismo sin salida, negándole toda posibilidad de superación y 

rehabilitación. 

 

Persona Desplazada:  

 

Frente al tema de Desplazamiento Forzado y el establecimiento irrestricto de la victima de tal 

flagelo como sujeto   de especial protección, encontramos que la Honorable Corte Constitucional 

se ha pronunciado ampliamente, construyendo una responsable línea jurisprudencia, entre las que 

se encuentra la Sentencia T-677 de 2011 en donde se conceptúo frente a este tema: 

 

(…) 

 

(i) El desplazamiento en Colombia y el concepto jurídico expuesto por la legislación 

colombiana y por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

 

El desplazado en Colombia, en razón del conflicto armado interno, se define por la Ley 

387 de 1997, en el artículo 1° como “toda persona que se ha visto forzada a migrar 

dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades 

económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad 

personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión 

de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno, disturbios y 

tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos 
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Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias 

emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el 

orden público”, dicho concepto de desplazado se confirma en el Decreto 2569 de 2000, 

en su artículo segundo. 

 

La Corte en sentencia T-227 de 1997 dejó ver la postura garantista y práctica frente al 

desplazamiento, ampliando el concepto de desplazado. Al respecto señaló: “[s]ea cual 

fuere la descripción que se adopte sobre desplazados internos, todas contienen dos 

elementos cruciales: la coacción que hace necesario el traslado y la permanencia dentro 

de las fronteras de la propia nación. Si estas dos condiciones se dan, como ocurre en el 

caso motivo de esta tutela, no hay la menor duda de que se está ante un problema de 

desplazados.” 

 

(…) 

 

“(a) ‘un problema de humanidad que debe ser afrontado solidariamente por todas 

las personas, principiando, como es lógico, por los funcionarios del Estado’ ; (b) 

‘un verdadero estado de emergencia social’, ‘una tragedia nacional, que afecta los 

destinos de innumerables colombianos y que marcará el futuro del país durante las 

próximas décadas’ y ‘un serio peligro para la sociedad política colombiana’ ; y, más 

recientemente, (c) un ‘estado de cosas inconstitucional’ que ‘contraría la racionalidad 

implícita en el constitucionalismo’,  al causar una ‘evidente tensión entre la pretensión 

de organización política y la prolífica declaración de valores, principios y derechos 

contenidas en el Texto Fundamental y la diaria y trágica constatación de la exclusión 

de ese acuerdo de millones de colombianos’ .” 

 

Prosiguiendo, según la interpretación de la definición de desplazado, en sentencia C-

327 de 2001 la Corte expuso que para: 

 

 “realizar una interpretación razonable al artículo 2 inciso 2 del decreto 2569 de 2000, 

se deben aplicar criterios de interpretación sistemática, teleológica, y más favorable a 

la protección de los derechos humanos. Siendo esto así, al aplicar la interpretación 

sistemática, se debe tener muy claro que el decreto contentivo del artículo en estudio es 

desarrollo reglamentario de una ley que reconoce el desplazamiento forzado como 

situación de hecho; a su vez, esta ley es desarrollo de un sistema constitucional al cual 

están incorporadas normas supranacionales como lo son los Principios Rectores de los 

Desplazamientos Internos, emanados de la ONU y el artículo 17 del Protocolo adicional 

a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949( como se dijo en la sentencia T-

1635 de 2000), que buscan proteger a los desplazados y no exigen certificación de tal 

fenómeno de facto.  Si se hace una interpretación teleológica de la norma, se observa 

que el fin de tal artículo es brindar protección y ayuda frente a una situación que, como 

se reconoce en el inciso primero de tal artículo, se da por la ocurrencia de los hechos de 

una manera estructurada. No requiere el citado artículo la necesidad del reconocimiento 

oficial para la configuración del desplazamiento forzado en un caso concreto. 

Igualmente, realiza una interpretación en el sentido que más convenga a la finalidad de 

la norma, se encuentra que frente al tratamiento de tan grave situación como lo es el 

desplazamiento forzado, lo más razonable es entender que no se puede condicionar la 

existencia de una realidad a la afirmación de su configuración por parte de las 

autoridades. Finalmente, de acuerdo con el criterio hermenéutico de la interpretación 

más favorable a la protección de los derechos humanos. Al aceptar como válida tal 
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interpretación, el inciso segundo de la norma en estudio se debe tomar como una serie 

de pautas para facilitar una organizada protección de los derechos fundamentales de los 

desplazados.” 

 

De igual sentido, en sentencia T-468 de 2006 expuso que: 

 

“no se puede tener como condición sine qua nom para el ejercicio de derechos 

fundamentales de los desplazados la certificación de la ‘condición de desplazado’, o, lo 

que es lo mismo, considerar que las personas que alegan serlo sólo tienen derecho de 

protección especial en la medida en que así lo consideren los funcionarios estatales 

correspondientes.” 

 

 

Atendiendo a los planteamientos expuestos, encontramos que existe una especial protección de los 

sujetos víctimas del conflicto armado interno, específicamente del fenómeno del desplazamiento 

forzado, que obliga a las autoridades y entes estatales a ofrecer un Tratamiento Diferencial 

Estricto,  o lo que es equivalente a establecer un trato preferente a las personas que intentan 

reingresar a la vida en sociedad después de haber sido excluidos y violentados en sus derechos más 

intrínsecos y fundamentales. 

 

En el caso que se expone, se encuentra totalmente acreditada la calidad de desplazada de la parte 

accionante, así lo determina la correspondiente certificación expedida por la autoridad competente 

UARIV, lo que significa que la accionante se encuentra dentro de la categoría de sujetos 

destinatarios de especial protección y trato preferente, lo que de suyo conlleva a que la declaratoria 

de insubsistencia sea violatoria de derechos fundamentales al cercenar una vez más los derechos 

de una persona que ha sido cercenada, dejándola en inminente riesgo al desproveerla de la 

posibilidad de garantizar los ingresos mínimos para procurar su propia existencia y la de su núcleo 

familiar, lo que hace que se deba en el presente caso tutelar los derechos de la accionante 

procediendo a ordenar su reintegro en el cargo que venía desempeñando o en uno de igual o mejor 

categoría. 

 

PRUEBAS 

 

1. Cedula de Ciudadanía de MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO. 

2. Decreto No. 001473 del 07 de septiembre de 2015 junto con las constancias de notificación. 

3. Decreto 000293 del 16 de abril de 2021. Insubsistencia. 

4. Oficio No. CAQ2021EE015440 del 10 de mayo de 2021. notificación insubsistencia. 

5. Certificación RUV dirigido a la Personería de Cartagena Del Chaira. Víctima de 

desplazamiento – Amenaza. 

6. Historia Clínica de MARIA CRISTINA ORTIZ OVIEDO. 

 

ANEXOS 

 

- Poder legalmente conferido para el ejercicio de la presente acción. 

- Los documentos aducidos en el acápite pruebas. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

El suscrito apoderado: 
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En la Secretaría de su Despacho o en la Calle 16A No. 6-100 Edificio Normandía – Oficina 206 

Barrio siete (7) de agosto de la Ciudad de Florencia, Caquetá, Celular 3118479262, Email. 

coyarenas@hotmail.com  -  

 

La Accionante:  

 

Abonado telefónico 3124842136 y correo electrónico mafacris15@hotmail.com  

 

La Accionada:  

 

Calle 15 Carrera 13 Esquina, Barrio El Centro de la Ciudad de Florencia, Caquetá, con Correo 

Institucional contactenos@caqueta.gov.co y correo para notificaciones judiciales conforme lo 

dispone el Decreto 806 de 2020 el Email. ofi_juridica@caqueta.gov.co 

 

 

Cordialmente,  

 

 

  

 

  YEISON MAURICIO COY ARENAS 

  C.C. 1.117.501.052 de Florencia, Caquetá 

   T.P. 1202.745 del C. S. de la J. 
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